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RESUMEN 

El presente informe aborda los principales problemas jurídicos procesales y de fondo 

identificados en el Expediente N° 13839-2013-0-1801-JR-LA-13, un proceso en el que el 

sindicato de trabajadores no docentes de la Universidad Inca Garcilaso de la Vega, en 

representación de tres (3) de sus ex miembros de la Junta Directiva demandaron a la 

institución exigiendo su reposición por despido fraudulento y el pago de sus remuneraciones 

devengadas. En el plano procesal se analiza la vía procedimental a través de la cual se llevó 

a cabo el proceso, la legitimidad para obrar y la representación defectuosa en el ámbito tanto 

individual como colectivo; y en lo que concierne al fondo, se analiza la configuración de un 

despido fraudulento a partir de las faltas imputadas y los hechos del caso, tanto desde el 

ámbito individual como colectivo. Así, en base a un análisis y aplicación de las instituciones 

y principios centrales del derecho laboral y constitucional, desarrolladas por la jurisprudencia 

y la doctrina, concluimos que las decisiones del Juzgado y la Sala, si bien no estuvieron 

correctamente fundamentadas y desarrolladas en cada una de las sentencias, finalmente 

resultaron válidas y acordes al caso concreto que, por los hechos que contiene y las figuras 

jurídicas que aborda, reviste de un especial grado de dificultad. 
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I. INTRODUCCIÓN 

 
El expediente que será materia de análisis en el presente informe versa sobre la 

demanda interpuesta por el Sindicato de Trabajadores No Docentes de la Universidad 

Inca Garcilaso de la Vega, en representación de tres (3) de sus ex miembros de la Junta 

Directiva contra la referida institución, quienes reclaman la reposición por despido 

fraudulento, más el pago de las remuneraciones dejadas de percibir. 

 
En la demanda, afirman que, a partir de la notificación de una carta donde se les 

comunicaban la realización de una investigación que se les venía realizando a algunas 

autoridades de la institución -principalmente al rector de la misma- y de la Resolución 

de Consejo Universitario N° 036-2013-CU-RUIGV, la cual aparentemente pretendía 

cambiar la institución de una Asociación Civil a una Sociedad Anónima Cerrada, 

decidieron enviar una carta al rector solicitándole explicaciones al respecto y la garantía 

del respeto de los derechos laborales de los miembros del sindicato. Pese a ello, nunca 

obtuvieron respuesta, sino que, por el contrario, se les empezó a requerir de manera 

reiterada el envío de dichos documentos. 

 
Ahora bien, dada la constante negativa por parte del sindicato de remitir dichos 

documentos a la institución, la misma decidió despedir a los miembros de la Junta 

Directiva (de los cuales 3 interpusieron una demanda), imputándoles las causales de 

los incisos a) y f) del artículo 25° del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo 

N° 728, aprobado por Decreto Supremo N° 001-96-TR, referidas al incumplimiento de 

las obligaciones de trabajo que supone el quebrantamiento de la buena fe laboral, la 

reiterada resistencia a las órdenes del empleador e inobservancia del Reglamento 

Interno de Trabajo, así como grave indisciplina, injuria y faltamiento de palabra en 

agravio del empleador y del personal jerárquico. 

 
Conforme a ello, en el presente informe analizaremos, por un lado, los problemas 

procesales que se presentaron en el caso, estos son: (i) la procedencia o no de una 

demanda por despido fraudulento y el pago de remuneraciones devengadas por la vía 
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procesal abreviada, para lo cual abordaremos lo establecido en los Plenos 

Jurisdiccionales sobre la materia desde un enfoque constitucional y de principios; (ii) 

la falta de legitimidad para obrar y/o representación procesal en la parte demandante, 

así como sus consecuencias, tanto desde el ámbito individual como colectivo; y, (iii) la 

posibilidad de una demanda en conjunto por parte de los tres (3) ex miembros de la 

Junta Directiva del sindicato. 

 
Por otro lado, analizaremos los problemas de fondo que se presentaron en el caso, estos 

son: (i) la configuración o no de las faltas imputadas a los tres (3) ex miembros de la 

Junta Directiva del sindicato, para lo cual revisaremos el tratamiento en doctrina y 

jurisprudencia de las faltas imputadas; (ii) la configuración o no de un despido 

fraudulento, para lo cual abordaremos su origen, tratamiento constitucional y 

jurisprudencial; y, (iii) la configuración o no de un despido nulo desde una perspectiva 

esencialmente sindical de los hechos del caso. 

 
Luego, en base a todo lo desarrollado, concluiremos determinando si cada una de las 

actuaciones y decisiones que se dieron en el proceso estuvieron o no respaldadas en 

argumentos y hechos válidos o si, por el contrario, se limitaron o vulneraron derechos 

y/o principios laborales y constitucionales. 
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II. HECHOS 
 

 

1. Hechos previos al proceso laboral 

 
• Mediante Resolución de Consejo Universitario N° 036-2013-CU-UIGV, de fecha 14 

de enero del 2013, se aprueba el Organigrama Estructural General (Administrativo) de 

la Universidad Inca Garcilaso de la Vega (en adelante, la “UIGV”, la “institución o, 

la “demandada”). 

 
• Mediante Carta N° 092-GG-201, de fecha 6 de febrero del 2013, el Gerente General de 

la UIGV, Lucas Lavado, informa al rector, Luis Cervantes, que a la fecha no se les 

había remitido la Resolución de Consejo Universitario N° 036, 037 y 038 

correspondientes al año 2013. 

 
• Mediante Carta N° 097-GG-2013, de fecha 7 de febrero del 2013, Lucas lavado le 

reitera al rector su solicitud de remitir las Resoluciones de Consejo Universitario N° 

036, 037 y 038, precisándole que ello conlleva responsabilidad funcional, pues la 

Gerencia General estaba involucrada en dichas resoluciones. 

 
• Mediante Carta N° 021-2013-STNDEUIGV, de fecha 6 de marzo del 2013, el 

Sindicato de Trabajadores No Docentes de la Universidad Inca Garcilaso de la Vega – 

representado por su Junta Directiva conformada por los señores, Elmer Virú Alarcón, 

Zoila Reyes Reyes, Karin Balbuena Dominguez, Rosana Cruz Alejo, William Paredes 

Salazar y Alex Roque Carlos- se dirige al rector, Luis Cervantes, comunicándole su 

preocupación por las recientes noticias que circulan en los medios de comunicación y 

que involucraban a la institución. 

 
En dicha Carta señalan que recibieron una copia de la Resolución de Consejo 

Universitario N° 036-2013-CU-RUIGV y una comunicación escrita en la que se 

informa la intención de transformar la institución en una sociedad anónima cerrada, 

solicitando que, de darse dicho cambio, se garantice el respeto a los derechos laborales 

de los miembros del sindicato. 
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Asimismo, solicitan una reunión para resolver el Pliego de reclamos 2012-2013, que 

llevaba casi nueve (9) meses suspendido y sin acuerdo. 

 
• Mediante Carta N° 0342-2013-SG-RUIGV, de fecha 11 de marzo del 2013, el 

secretario general de la institución, el señor Oscar Romero Aquino, se dirige al 

sindicato manifestándole su extrañeza sobre lo expresado en la Carta N° 021-2013- 

STNDEUIGV y requiriéndole remitir en 48 horas una copia de la supuesta Resolución 

de Consejo Universitario N° 036-2013-CU-RUIGV. 

 
• Mediante Carta N° 023-2013-STNDEUIGV, de fecha 15 de marzo del 2013, el 

sindicato no atiende lo requerido y afirma que la Resolución de Consejo Universitario 

N° 0036-2013-CU-RUIGV fue comunicada y dejada en un sobre cerrado a uno de sus 

integrantes. Asimismo, sobre el comunicado que también recibieron junto a la referida 

resolución, precisan que el mismo es la denuncia interpuesta por el ex gerente general 

de la institución contra el rector ante el Ministerio Público y la información que viene 

circulando en los medios de comunicación. 

 
• Mediante Carta N° 0381-2013-SG-RUIGV, de fecha 18 de marzo del 2013, el rector 

se dirige al secretario general del sindicato, Elmer Virú Alarcón, reiterándole el pedido 

de remitir una copia de la Resolución del Consejo Universitario N° 036-2013-CU- 

RUIGV y la precisión de cómo fue obtenida. 

 
• Mediante Carta N° 024-2013-STNDEUIGV, de fecha 20 de marzo del 2013, el 

sindicato nuevamente se niega a remitir la Resolución de Consejo Universitario N° 

036-2013-CU. 

 
• Mediante Carta N° 0423-2013-SG-RUIGV, de fecha 25 de marzo de 2013, el rector 

vuelve a requerir al sindicato que remita copia de la supuesta resolución y que precisen 

la forma en la que fue obtenida. 



8  

• Con fecha 26 de marzo del año 2013, se dio solución total y definitiva a la Negociación 

Colectiva del Pliego Petitorio 2012-2013, lo cual consta en el Acta Final de Convenio 

Colectivo en conciliación de dicha fecha. 

 
• Mediante Carta N° 027-2013-STMDEUIGV, de fecha 5 de abril del 2013, el sindicato 

se dirige nuevamente al rector y le señala que paren con su conducta intimidadora y 

que den respuesta a sus consultas. 

 
• Mediante Carta Notarial N° 1340-ORH-RUIGV-2013, 1346-ORH-RUIGV-2013 y 

1341-ORH-RUIGV-2013, todas de fecha 10 de abril del 2013, la UIGV comunica al 

señor Willian Toribio Paredes, a la señora Karin Rosario Balbuena Domínguez y al 

señor Alexander Roque Carlo, respectivamente, que están siendo despedidos por las 

causales previstas en los incisos a) y f) del artículo 25° del TUO del Decreto 

Legislativo N° 728, LPCL (en adelante, “TUO de la LPCL”), referidas al 

incumplimiento de las obligaciones de trabajo que supone el quebrantamiento de la 

buena fe laboral, la reiterada resistencia a las órdenes del empleador e inobservancia 

del Reglamento Interno de Trabajo, así como grave indisciplina, injuria y faltamiento 

de palabra en agravio del empleador y del personal jerárquico. 

 
Como sustento, la institución señala que, pese a los requerimientos para que presenten 

copia de la Resolución de Consejo Universitario N° 036-2013-CU-UIGV, hasta la 

fecha no han cumplido, incurriendo en grave indisciplina y falta de respeto a las 

autoridades. Asimismo, al exigir reiteradamente explicaciones sobre un documento 

inexistente, se ha lesionado la imagen de las autoridades. 

 
• Con fecha 16 de abril del 2013, Karin Balbuena, William paredes Salazar y Alexander 

Roque Carlo, dan sus descargos a las respectivas Cartas de pre - aviso, señalando lo 

siguiente: 

 
(i) Desde su elección como miembros de la Junta Directiva han sido hostilizados 

con imputaciones que son una reacción desesperada de la UIGV para defenderse 
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frente a las denuncias que tienen las principales autoridades de la asociación, 

Lucas Lavado, José Mario Ochoa y Jorge Eduardo Sánchez. 

 
(ii) Las hostilizaciones de las que fueron víctimas están acreditadas en las 

inspecciones efectuadas por el Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo, 

en las que se multó a la institución. 

 
(iii) Como miembros de la Junta Directiva y de la comisión de negociaciones 

colectivas del pliego de reclamos, tenían funciones específicas, en base a las 

cuales solicitaron a la institución el esclarecimiento de los hechos denunciados 

por el ex gerente general y el contenido de la Resolución de Consejo 

Universitario N° 036-2013-CU-UIGV. 

 
• Mediante Carta Notarial, de fecha 18 de abril del 2013, el ex gerente general de la 

institución, Lucas Lavado, se dirige al rector y le solicita que se retracte de su decisión 

de despedir a la Junta Directiva del sindicato. 

 
• Mediante Carta Notarial N° 1499-ORH-RUIGV-2013, N° 1500-ORH-RUIGV-2013 y 

N° 1498-ORH-RUIGV-2013, todas de fecha 23 de abril del 2013, la institución despide 

a los señores William Paredes Salazar, Karin Rosario Balbuena Domínguez y 

Alexander Roque Carlos, respectivamente. 

 
• Mediante Oficio N° 114-2013-CEN-FENTUP de fecha 30 de abril del 2013, la 

Federación Nacional de Trabajadores de las Universidades del Perú solicita a la 

institución dejar sin efecto el despido arbitrario a los miembros de la Junta Directiva 

del sindicato. 

 
• Con fecha 18 de mayo del año 2013, mediante Acta de Asamblea general 

Extraordinaria, el sindicato eligió a su nueva Junta Directiva. 
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2. Demanda interpuesta por el sindicato: 

 

 

Con fecha 31 de mayo del 2013, los señores William Toribio Paredes, Alexander 

Roque Carlos y Karin Balbuena, en representación del Sindicato de Trabajadores No 

Docentes de la Universidad Inca Garcilaso de la Vega (en adelante, “el sindicato”), 

demandan a la UIGV, representada por el rector, Luis Claudio Cervantes Liñan, por 

despido fraudulento, exigiendo su reposición y el pago de las remuneraciones dejadas 

de percibir; así como el pago de costas, con base a los siguientes fundamentos: 

 
• La demandada planificó de forma perversa, fraudulenta y dolosa el despido de 

los miembros de la Comisión de negociación colectiva del pliego de reclamos del 

período 2012-2013, cerrado mediante Convenio Colectivo el 26 de marzo del 

2013, para evitar que puedan seguir ejerciendo actividad sindical y la defensa de 

los derechos de los miembros del sindicato. 

 
• Los señores William Toribio Paredes, Alexander Roque Carlos y Karin 

Balbuena, al ser miembros de la Comisión de negociación colectiva del pliego de 

reclamos del período 2012-2013, tenían protección del fuero sindical de tres (3) 

meses posteriores al cierre de pliego, conforme se encuentra establecido en el 

artículo 31°, inciso e) del Texto Único de Ley de Relaciones Colectivas de 

Trabajo, aprobado por Decreto Supremo N° 010-2003-TR y el artículo 12°, 

inciso e) de su Reglamento; no obstante, fueron despedidos de manera 

fraudulenta por la institución. 

 
• El despido fraudulento se realizó en vulneración del derecho fundamental al 

trabajo y a la libertad sindical, pues se imputaron faltas falsas. 

 
• El despido se motivó en que, a partir de la recepción de  una copia de la 

Resolución de Consejo N° 036-2013-CU-RUIGV, y un documento que detallaba 

la denuncia realizada por el ex secretario general de la institución al rector, 
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decidieron enviar al rector una carta solicitando una explicación sobre el 

contenido de los documentos recibidos; no obstante, nunca respondieron y, por 

el contrario, pretendieron intimidar al sindicato requiriéndole una copia de los 

documentos que, al negarse, fueron despedidos. 

 
• Conforme a ello, las faltas que invocó la institución en las cartas de despido 

vulneran el principio de tipicidad. 

 

 
3. Inadmisibilidad de la demanda y subsanación 

 

 

Mediante Resolución N° 1, de fecha 6 de junio del 2013, la demanda fue declarada 

inadmisible, concediéndole al sindicato cinco (5) días hábiles para que efectúe el pago 

por derecho de notificación y determine de manera clara el petitorio de la demanda, lo 

cual fue cumplido y, mediante Resolución N° 2, de fecha 1° de julio del 2013, el 

Juzgado admitió a trámite la demanda. 

 
4. Contestación de demanda 

 
En julio del año 2013, la UIGV deduce excepción y contesta la demanda, con base a 

los siguientes fundamentos: 

 
• Deduce falta de legitimidad para obrar del sindicato, señalando que las personas 

que suscriben la demanda no forman parte del mismo y tampoco pertenecen a la 

Junta Directiva. Como prueba de ello, se adjunta documentos en los que se acredita 

que ya existe una nueva Junta Directiva inscrita antes de la interposición de la 

demanda. 

 
• El fuero sindical no protege la extinción del vínculo laboral de los dirigentes 

sindicales cuando han incurrido en una causa justa de despido. 



12  

• La Resolución del Consejo Universitario N° 036-2013-CU-RUIGV no existe, pues 

el sindicato nunca se la remitió. 

 
• Del contenido de la Carta N° 023-2013-STNDEUIGV, dirigida al secretario 

general de la UIGV, Oscar Romero Aquino, se evidencia una falta de respeto al 

señor al desconocer su autoridad. 

 
• Del contenido de la Carta N° 024-2013-STNDEUIGV, de fecha 20 de marzo del 

2013, en la que el sindicato se dirige al rector, se evidencia una clara resistencia a 

cumplir las órdenes, así como una grave injuria, pues de forma irrespetuosa piden 

explicaciones sobre documentos inexistentes. 

 
• Las afirmaciones hechas en las cartas remitidas a la UIGV son falsas e injuriantes, 

toda vez que de la Resolución del Consejo Universitario N° 036-2013-CU-RUIGV 

no se desprende una intención de transformar la institución en una sociedad 

anónima cerrada, y menos despedir a los trabajadores. 

 
5. Sentencia de primera instancia contenida en la Resolución N° 5, de fecha 1° de 

octubre del año 2023 

 
 

• Excepción de legitimidad para obrar presentada por la empresa: 

 

Al respecto, el Juzgado señala que, lo que en realidad la demandada estaría 

cuestionando es la representación defectuosa, pues a la fecha de presentación de la 

demanda, los demandantes ya no tenían condición de trabajadores y, por tanto, no 

formaban parte del sindicato, evidenciándose una falta de representación. 

 
Ahora bien, pese a ello, el Juzgado determina que, en tanto es posible entender de la 

demanda que, cada uno de los recurrentes acciona por derecho propio, solo debe 

excluirse del proceso al sindicato y considerar a los tres (3) ex miembros de la Junta 
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Directiva como demandantes, por lo que declara fundada en parte la excepción 

entendida como representación defectuosa. 

 
• Vía procedimental cuestionada por la demandada en Audiencia de Juzgamiento: 

 

La demandada señaló en audiencia de juzgamiento que existen dos (2) pretensiones en 

la demanda (la reposición y el pago de remuneraciones dejadas de percibir), por lo 

que la vía procesal adecuada para tramitar la acción era la ordinaria y no la abreviada. 

 
Al respecto, el Juzgado señala que, cuando se admitió a trámite la demanda solo se 

consideró como única pretensión la reposición, y no el pago de las remuneraciones 

dejadas de percibir, pues no existe norma legal que reconozca estos conceptos como 

consecuencia de la reposición, por lo que desestima la solicitud de la demandada. 

 
• Oposición deducida por la parte demandante contra la declaración de parte del 

Secretario General del Sindicato por no ser pertinente: 

 
Al respecto, el Juzgado señala que, habiéndose aclarado el hecho de que los 

demandantes han acudido por derecho propio, entonces debe entenderse que la 

declaración que se prestará es la de los ex trabajadores ahora demandantes. 

 
• Oposición deducida por la parte demandante contra la declaración del Perito al 

no ser un trabajador y no tener conocimiento de los hechos: 

 
Al respecto, el Juzgado señala que en la ley sí se encuentra reconocida la posibilidad 

de presentar peritos ajenos al proceso, por lo que desestima la oposición deducida. 

 
• Tacha deducida por la parte demandante al informe pericial de grafotecnia: 

 

La parte demandante formuló tacha contra el informe pericial indicando que es una 

copia legalizada y que no se concluye que la pericia haya sido de documento original. 



14  

 

Al respecto, el Juzgado señaló que, si bien el documento sobre el que se realizó la 

pericia es una copia fotostática, el contenido del informe pericial elaborado fue 

corroborada, por lo que desestima la tacha deducida. 

 
 

• Despido de los demandantes y despido fraudulento: 

 

La demandada señaló que los demandantes habrían incurrido en las causales previstas 

en los incisos a) y f) del artículo 25° del TUO de la LPCL, pues se resistieron a exhibir 

la Resolución de Consejo Universitario N° 036-2013-CU-RUIGV tras la solicitud de 

su presentación en reiteradas oportunidades por parte de la institución. 

 
Al respecto, el Juzgado señala que, como puede advertirse, las Cartas enviadas fueron 

dirigidas al señor Elmer Virú Alarcón en su condición de secretario del sindicato, y no 

a los trabajadores demandantes en forma individual, por lo que no puede afirmarse que 

existió algún incumplimiento por parte de los mismos. Asimismo, tampoco es 

razonable la imputación de grave indisciplina, injuria y faltamiento de palabra, pues las 

opiniones vertidas no fueron realizadas en forma personal. 

 
Luego, teniendo en cuenta que ninguno de los demandantes actuó en forma individual, 

sino en representación del sindicato, no se ha configurado una falta prevista en la ley 

y, por tanto, la demandada incurrió en la ejecución de un despido fraudulento. 

 
• Pago de remuneraciones dejadas de percibir: 

 

Al respecto, el Juzgado dejó a salvo este extremo de la demanda, a efectos de que los 

demandantes hagan valer su derecho conforme a ley, teniendo en cuenta que constituye 

una pretensión distinta de la reposición. 

 
6. Apelación interpuesta por la parte demandada 
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• La incorrecta determinación de la vía procedimental: 

 

La vía procedimental propuesta por los demandantes no corresponde a la naturaleza 

del petitorio, pues solo se puede plantear la reposición en el proceso abreviado laboral 

como pretensión principal única. 

 
• Declaración parcial de la excepción de falta de legitimidad para obrar: 

 

El Juzgado al declarar fundada en parte la excepción, en aplicación del numeral 2 del 

artículo 451° del Código Procesal Civil, debió suspender el proceso hasta que se 

subsane; no obstante, no lo hizo. 

 
• Transgresión a las reglas de comparecencia: 

 

No se encuentra entre las reglas especiales de comparecencia que los trabajadores 

puedan actuar de forma conjunta por vulneración de derechos laborales. 

 
• Falta de pronunciamiento sobre la tacha propuesta: 

 

No se permitió cuestionar la tacha presentada ante la Resolución N° 036-2013-CU- 

RUIGV por ser falsa, lo cual se sustentó en el Informe Parcial, copia del Libro de 

Resoluciones y el testimonio del Perito. 

 
• Faltas graves cometidas por los demandantes: 

 

Los demandantes fueron correctamente despedidos, al cometer las faltas graves 

estipuladas en los incisos a) y f) del artículo 25 del TUO de la LPCL. 

 
Se ha demostrado que las faltas graves existieron y estuvieron referidas al 

incumplimiento de las obligaciones, el quebrantamiento de la buena fe laboral y la 

reiterada resistencia a las órdenes del empleador. Asimismo, existió injuria y 
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faltamiento de palabra, pues enviaron reiteradas cartas al rector y secretario general, 

indicando falsamente que tenían copia de la Resolución N° 036-2013-CU-RUIGV y 

otra comunicación que les habrían hecho llegar, no obstante, las mismas nunca fueron 

remitidas para su revisión. 

 
 

• Despido fraudulento: 

 

No existió una imputación de hechos falsos o inexistentes, tampoco se les imputó faltas 

no tipificadas como señaló el Juzgado. 

 
• Pago de devengados: 

 

El Juzgado confirmó que esta pretensión es principal y por tanto corresponde a la vía 

ordinaria. 

 
7. Sentencia de segunda instancia contenida en la Resolución S/N, de fecha 23 de 

mayo del 2014 

 
• La Nueva Ley Procesal de Trabajo establece la competencia de los Juzgados de 

Trabajo para conocer en proceso abreviado laboral la reposición cuando esta se 

plantea como pretensión principal única, por lo que no es posible acumularse 

otras pretensiones como el pago de remuneraciones (primer agravio): 

 
Al respecto, la Sala señala que en el caso se está frente a una única pretensión principal, 

pues la pretensión referida al pago de remuneraciones dejadas de percibir es un 

pronunciamiento que depende de lo principal. 

 
• El Juzgado ampara en parte la excepción legitimidad para obrar, sin embargo, no 

suspendió el proceso hasta que se subsane la insuficiencia de representación del 

demandante (segundo y tercer agravio): 
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Al respecto, la Sala señala que, en el presente caso, la demanda ha sido promovida en 

representación del sindicato y por derecho propio, por lo que no corresponde excepción 

de legitimidad para obrar. 

 
 

• El Juzgado no se ha pronunciado por la tacha contra el medio probatorio N° 3 de 

la demanda (cuarto agravio): 

 
Al respecto, la Sala señala que el medio probatorio no es uno trascendental que 

condicione los fundamentos de la sentencia de primera instancia, desestimando el 

agravio. 

 
• El Juzgado ha realizado una errada aplicación de las faltas graves cometidas por 

los demandantes, no habiéndose configurado un despido fraudulento, pues no se 

imputaron hechos falsos, inexistentes o imaginarios, ni faltas no previstas 

legalmente, así como tampoco hubo vicios de voluntad o fabricación de pruebas 

(quinto y sexto agravio): 

 
Al respecto, la Sala señala que la falta del inciso a) del artículo 25° del TUO de la 

LPCL, supone que el trabajador debe incumplir algunas obligaciones concretas 

derivadas del contrato de trabajo. En ese sentido, toda vez que en la carta de pre - aviso 

de despido se atribuye a los demandantes un supuesto incumplimiento que no se 

desprende de las obligaciones labores estipuladas en el contrato de trabajo, sino del 

ejercicio de la representación sindical, no existió incumplimiento. 

 
Respecto a la falta del inciso f) del artículo 25° del TUO de la LPCL, la Sala señala 

que la imputación realizada por la demandada carece de fundamento, pues para que se 

configure se necesita un elemento objetivo, esto es, que exista una comunicación que 

haya trascendido a la relación entre el empleador y el trabajador, lo cual no sucedió. 

 
Luego, la Sala concluye que no es posible subsumir el supuesto hecho infractor al tipo 

antijurídico, configurándose una ausencia de tipicidad. 
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III. IDENTIFICACIÓN DE PROBLEMAS JURÍDICOS 
 

Como se detalló en la introducción del presente informe, los principales problemas 

jurídicos que presenta el expediente en análisis son, desde el plano procesal, los 

siguientes: 

 
• ¿La vía procedimental era la correcta para la/s pretensión/es planteadas? 

 

Al respecto, se plantea si es que la vía procesal correcta para la demandar la 

reposición por despido fraudulento y el pago de remuneraciones dejadas de percibir 

era o no la vía abreviada. 

 
• ¿Existió una falta de legitimidad para obrar o una representación defectuosa 

en la parte demandante? 

 
Al respecto, se plantea si la parte demandante finalmente incurrió en una falta de 

legitimidad para obrar o, si por el contrario, incurrió en una representación 

defectuosa. 

 
• ¿Fue válida la decisión del Juzgado de solucionar el problema de la 

representación defectuosa excluyendo al sindicato y permitiendo que los 

dirigentes continuaran el proceso a título propio? 

 
Al respecto, se plantea si la decisión del Juzgado de subsanar la representación 

defectuosa de la parte demandante fue válida o, si por el contrario, debió aplicar lo 

señalado en el Código Procesal Civil y declarar inadmisible la demanda. 

 
• ¿Era posible plantear la demanda en conjunto? 

 

Al respecto, se plantea si los demandantes podían actuar en conjunto en el proceso. 
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Ahora bien, por otro lado, los principales problemas jurídicos de fondo que presenta el 

Expediente, son los siguientes: 

 
• ¿Las faltas graves eran imputables a los recurrentes? 

 

Al respecto, se plantea si las supuestas faltas cometidas por los demandantes les 

eran imputables o, si por el contrario, el sindicato era el único imputable. 

 
• ¿Se configuraron las faltas graves contenidas en los incisos a) y f) del artículo 

25° del TUO de la LPCL por parte de los demandantes? 

 
Al respecto, se plantea si se configuraron las faltas graves referidas al 

incumplimiento de las obligaciones de trabajo que supone el quebrantamiento de 

la buena fe laboral, la reiterada resistencia a las órdenes y la inobservancia del 

Reglamento Interno, así como las referidas al faltamiento grave de palabra e 

injuria. 

 
• ¿Se configuró un despido fraudulento? 

 

Al respecto, se plantea si es que existió o no un despido fraudulento a partir de los 

supuestos que lo configuran según la jurisprudencia. 

 
• ¿Se configuró un despido nulo? 

 

Al respecto, se plantea la posibilidad de, adicionalmente a la demanda por despido 

fraudulento, los demandantes también pudieron haber optado por demandar el 

despido nulo teniendo en cuenta el ámbito sindical en el que se desenvolvieron los 

hechos. 
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IV. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 
 

 

1. PROCESALES 

 

1.1. ¿La vía procedimental era la correcta para la/s pretensión/es planteadas? 

 
Como se señaló previamente, en el presente caso existió un conflicto respecto a la vía 

procesal en la cual los demandantes decidieron interponer la demanda, pues al 

demandar la reposición y el pago de remuneraciones dejadas de percibir por despido 

fraudulento, no podían hacerlo por la vía abreviada. 

 
En ese sentido, para determinar si es que, la decisión del Juzgado y la Sala de admitir 

a trámite el proceso por la vía abreviada fue o no la adecuada, comenzaremos 

exponiendo el tratamiento de dicha controversia en los Plenos Jurisdiccionales de los 

años 2012, 2014 y 2015, las críticas u opiniones que hubo sobre lo establecido en los 

mismos y, a partir de ello, la importancia de la aplicación de los principios en casos 

laborales de especial complejidad. 

 

La reposición por despido fraudulento y el pago de remuneraciones dejadas de 

percibir en la vía abreviada laboral 

 

En el I Pleno Jurisdiccional en materia Laboral y Previsional del 2012, se determinó 

que es posible demandar la reposición por despido incausado y fraudulento, siempre 

que esta sea planteada como pretensión principal única, conforme a lo establecido en 

el inciso 2 del artículo 2° de la Ley N° 29497, Nueva Ley Procesal de Trabajo (en 

adelante, “NLPT”). Dicho criterio, además, fue reiterado en el II Pleno Jurisdiccional 

en materia Laboral y Previsional del 2014, en el que se acordó en mayoría que “las 

pretensiones de reposición en los supuestos de despido incausado o despido fraudulento 

solo podrán plantearse como pretensión principal única y serán tramitadas en la vía del 

proceso abreviado laboral”. 

 

Dicho criterio, cabe destacar, fue seguido por la Corte Suprema quien empezó a emitir 

diversas sentencias confirmando la imposibilidad de demandar, junto a la reposición, 
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alguna otra pretensión por vía procesal abreviada para los casos de despido fraudulento 

o incausado. 

 

Ahora bien, al respecto, surgieron diversas críticas que señalaban que, en tanto la norma 

y los Plenos Jurisdiccionales se limitaban a indicar que vía proceso abreviado laboral 

solo es posible demandar la reposición por despido fraudulento como pretensión 

principal única, sin prohibir ni referirse a las pretensiones accesorias, como el pago de 

remuneraciones dejadas de percibir, entonces esto último sí era posible. 

 

Así, por ejemplo, Manuel de Lama (2014) señaló respecto al pago de las 

remuneraciones dejadas de percibir que, debe partirse por considerar que estamos 

frente a una pretensión accesoria, toda vez que al ser el despido fraudulento uno 

inconstitucional por vulnerar derechos constitucionales, su consecuencia lógica es la 

reposición de las cosas al estado anterior a la vulneración del derecho, lo que supone 

el pago de las remuneraciones dejadas de percibir. En ese sentido, en tanto la norma ni 

los plenos se refieren a la prohibición de presentar por la vía abreviada laboral, junto a 

la pretensión principal única, una pretensión accesoria, ello sí sería posible. 

 

Efectivamente, atendiendo a la naturaleza accesoria de las remuneraciones devengadas 

en despidos lesivos de derechos fundamentales -como el despido fraudulento-, y a que 

la norma no restringe demandar la reposición y el pago de remuneraciones devengadas 

como pretensión accesoria en un despido fraudulento por la vía abreviada laboral, no 

debe existir ningún tipo de impedimento para ello. 

 

Ahora bien, pese a lo anterior, el 4 de agosto del 2015, a través del V Pleno 

Jurisdiccional en materia Laboral y Previsional, la Corte Suprema acordó por mayoría 

que en los casos del despido fraudulento e incausado, no era posible acumular 

simultáneamente el pago de las remuneraciones devengadas, sino que, en su reemplazo, 

procedía el pago de una indemnización por daños y perjuicios. 

 

La razón de dicha decisión, conforme es de verse de los fundamentos del mismo Pleno, 

radicó en que en la norma no existe alguna disposición que señale que después de un 

despido incausado o fraudulento, la relación laboral continúa o que el trabajador tiene 
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derecho al pago de remuneraciones dejadas de percibir, por lo que no puede pretenderse 

ello. 

 

En efecto, como se sabe, el pago de remuneraciones dejadas de percibir se encuentra 

previsto en el artículo 40° del TUO de la LPCL exclusivamente para los casos de 

despido nulo y no para los casos de despido fraudulento o incausado. En ese sentido, 

se señala que, si bien con esta clase de despidos se afectan derechos constitucionales, 

el deber de reponer las cosas al estado anterior se limita a la reposición, siendo la 

agresión sancionada solo con el pago de una indemnización. 

 

Ahora bien, al respecto, también surgieron críticas en las que se argumentaba que no 

era correcto negar al trabajador la posibilidad de demandar el pago de las 

remuneraciones devengadas en los casos de despido fraudulento e incausado, teniendo 

en cuenta la naturaleza de estos despidos y sus efectos a nivel constitucional. 

 

Ciertamente, si bien la norma se ha limitado a establecer que el pago de remuneraciones 

devengadas solo corresponde a los despidos nulos; no obstante, no puede perderse de 

vista que el despido incausado y el fraudulento son construcciones constitucionales 

creadas a partir de un análisis que determinó la inconstitucionalidad de los mismos al 

representar una vulneración a los derechos constitucionales, supuesto que también 

origina la configuración de un despido nulo, debiendo, por tanto, corresponder la 

misma consecuencia. 

 

Asimismo, debe tenerse en consideración que, a partir de lo señalado en el artículo 1° 

del Código Procesal Constitucional, cuando se determina la vulneración de un derecho 

constitucional, lo que corresponde es reponer las cosas al estado anterior a la violación 

o amenaza de violación de dicho derecho, por tanto, teniendo en cuenta que el despido 

fraudulento e incausado suponen la vulneración de un derecho constitucional, no solo 

cabría la reposición, sino también el pago de las remuneraciones devengadas. 

 

En efecto, si un despido nulo se configura con la vulneración a un derecho 

constitucional, resulta lógico que, en tanto el despido fraudulento e incausado también 

se configuran con la vulneración a un derecho constitucional, entonces en estos también 
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proceda el pago de las remuneraciones devengadas. Así pues, no puede perderse de 

vista que, al ser inconstitucional el despido, se concluye que este nunca debió existir y, 

por tanto, el trabajador nunca debió dejar de laborar y percibir sus remuneraciones. 

 

Ahora bien, respecto al argumento que señala que no cabría el pago de remuneraciones 

devengadas, toda vez que, no existió trabajo efectivo, en el mismo Pleno en cuestión, 

se precisó por parte de los jueces que votaron en minoría, que dicho argumento 

carecería de validez si se considera que el trabajador no laboró por responsabilidad del 

propio empleador y no por responsabilidad propia. Al respecto, Plá Rodríguez ha 

señalado que el pago de las remuneraciones devengadas es una forma de borrar todos 

los efectos de la terminación injustificada de la relación laboral y actuar como si no 

hubiera ocurrido (1980, p. 134). 

 

Finalmente, también se ha criticado la posibilidad de subsumir las remuneraciones 

devengadas a una indemnización por daños y perjuicios, señalándose que ello no es 

posible en tanto esta no puede asimilarse a los ingresos remunerativos, pues su 

naturaleza radica en reparar el daño que causó el hecho antijurídico (Toyama 

Miyagusuku, 2015, p. 501). 

 

Luego, a partir de todo lo expuesto es posible concluir que, si bien es cierto que ya se 

ha establecido a partir del V Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Laboral y 

Previsional que en los casos de reposición por despido fraudulento o incausado no cabe 

el pago de remuneraciones devengadas, sino exclusivamente el pago de una 

indemnización por daños y perjuicios; empero, hasta el día de hoy, ello no ha sido 

plenamente aceptado por la doctrina, la cual ha considerado que dicho criterio vulnera 

preceptos constitucionales. 

 

Sin perjuicio de la controversia que ha existido y continúa existiendo entorno a la 

materia, es claro que, en tanto este es un criterio establecido por los jueces de la Corte 

Suprema, y con una amplia línea jurisprudencial, en los casos en los que, los Juzgados 

y Salas decidan fallar de manera distinta a dicho criterio, finalmente la Corte Suprema 

fallará en última instancia revirtiendo la decisión y adecuándola a su propio criterio. 
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Principio pro actione y de suplencia de queja 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta todo lo expuesto, si bien en primer término el Juzgado 

y la Sala debieron aplicar en estricto el criterio jurisdiccional de la Corte Suprema 

declarando improcedente la demanda; no obstante, consideramos que la decisión que 

tomó el Juzgado, y fue confirmada por la Sala, al decidir continuar con el proceso 

considerando como pretensión única la reposición y omitiendo pronunciarse por la 

pretensión del pago de remuneraciones, fue una decisión válida si se tiene en 

consideración los principios pro actione y de suplencia de queja. 

 

Ciertamente, si bien los Jueces no consideraron necesario declarar la improcedencia de 

la demanda frente a un defecto que pudo repararse considerando como única pretensión 

a la reposición; no obstante, con ello tampoco actuaron en contra de los criterios 

supremos dispuestos por los Plenos Jurisdiccionales, pues finalmente no se 

pronunciaron ni consideraron la pretensión del pago de remuneraciones devengadas, 

no afectándose, en ese sentido, ningún precepto normativo o algún derecho de la parte 

demandada. 

 

Dicha decisión, debemos precisar, encuentra fundamento en la aplicación de principios 

que, como ya ha referido el Tribunal Constitucional en el Fundamento 20 del 

Expediente N° 008-2005-PI/TC, de fecha 12 de agosto del 2005, son las principales 

fuentes para la solución de un caso complejo; así en el campo del derecho laboral estos 

son aún más importantes al ser, la desigualdad entre las partes, una característica central 

de esta área, tanto desde el plano fáctico como desde el procesal. Luego, con la 

aplicación de principios se busca el equilibrio entre ambas partes. 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta lo previo, en el presente caso, si bien es cierto que el 

Juzgado no supo fundamentar correctamente su decisión, consideramos que, en 

aplicación de los principios de pro actione y suplencia de queja, dicha decisión fue 

finalmente la correcta. 
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Por un lado, respecto al principio pro actione, el artículo III del Título Preliminar de la 

NLPT lo define como aquel que permite que en los procesos laborales los jueces 

procuren la igualdad real entre las partes a efectos de que el proceso se lleve a cabo de 

manera idónea, para lo cual prefieren el fondo sobre la forma, observan los requisitos 

y presupuestos procesales en favor de la continuidad del proceso, cumplen con el 

debido proceso, la tutela jurisdiccional efectiva y el principio de razonabilidad. 

 
Sobre dicho principio, no solo se ha pronunciado el Tribunal Constitucional, sino 

también la Segunda Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de 

Justicia de la República 1, la cual ha señalado que su aplicación exige a los jueces 

analizar el pedido en el caso concreto y de ser posible, subsanar la omisión o, en los 

casos, en los que, el requisito faltante no sea fundamental, dejen de lado dicha exigencia 

priorizando el fondo del caso (Nuñez Paz, 2015, p. 241). 

 
Ahora bien, por otro lado, respecto al principio de suplencia de queja, el cual si bien se 

encuentra estipulado en el Código Procesal Constitucional y no de manera explícita en 

la NLPT o el Código Civil, en aplicación del artículo IV del Título Preliminar del 

NLPT, que establece que los jueces laborales deben interpretar y aplicar las normas en 

base a los principios y preceptos constitucionales, no hay duda que también puede ser 

aplicado al proceso laboral. 

 
Así pues, respecto a este principio, el Tribunal Constitucional ha señalado en el 

Fundamento 24 de la Sentencia de fecha 20 de octubre del 2015, recaída en el 

Expediente N° 5811-2015-PHC, que la suplencia de queja es la facultad de los jueces 

constitucionales para adecuar las pretensiones de los quejosos cuando se advierta un 

error o una omisión en el petitorio de su demanda y se sustenta en el artículo III del 

Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, que exige al juez constitucional 

la relativización de las formalidades, presupuestos y requisitos. 

 

 

 
1 Un ejemplo es la Casación N° 4781-2011-Moquegua. 



26  

En ese sentido, en aplicación de dichos principios, es claro que en el presente proceso 

la decisión de los jueces puede ser considerada válida, pues a partir de la constatación 

de un defecto procesal en la acumulación de las pretensiones, como fue solicitar el pago 

de las remuneraciones devengadas en conjunto con la reposición por despido 

fraudulento cuando de acuerdo al I y V Pleno en material Laboral y Previsional, no es 

posible, decidieron corregir el defecto procesal y viabilizar el proceso determinando 

que solo se consideraría como pretensión única, la reposición. 

 
Ahora bien, adicionalmente, consideramos que, con la decisión que tomó el Juzgado y 

fue respaldada por la Sala, también se privilegió el derecho a la tutela jurisdiccional 

efectiva establecida en el inciso 3 del artículo 139° de la Constitución, el cual permite 

el acceso a la jurisdicción para solicitar la protección de una situación jurídica que 

estaría siendo vulnerada o amenazada. Dicho derecho, debe señalarse, tiene como rasgo 

esencial la efectividad del mismo, en tanto debe garantizarse que el sujeto tenga acceso 

real al proceso y al recurso, que pueda defenderse sin impedimentos formales y que 

obtenga una decisión objetiva sobre el problema planteado. 

 
En esa línea, también se ha pronunciado el Tribunal Constitucional en el Fundamento 

6 de la Sentencia de fecha 14 de noviembre del 2005, recaída en el Expediente N° 8123- 

2005-PHC/TC, al señalar que “la tutela judicial efectiva supone tanto el derecho de 

acceso a los órganos de justicia como la eficacia de lo decidido en la sentencia”. 

 
Luego, es claro que este derecho se hubiera visto afectado si es que, ante un error de 

forma, susceptible de corregirse sin afectar el fondo ni los derechos de las partes, se 

hubiera optado por declarar la improcedencia de la demanda restringiendo la 

posibilidad a los demandantes de acudir a una vía más rápida como la abreviada. 
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1.2. ¿Existió una falta de legitimidad para obrar o una representación defectuosa en 

la parte demandante? 

 
Como se señaló previamente, en el caso se presentó una controversia respecto a, si el 

hecho de que los demandantes fueron en representación del sindicato a demandar a la 

institución, no siendo miembros de la Junta Directiva a la fecha en que interpusieron la 

demanda, se trató de una falta de legitimidad para obrar como lo propuso la demandada 

originalmente o si, por el contrario, se trató de una representación defectuosa, como lo 

estableció finalmente el Juzgado. 

 
En ese sentido, a efectos de brindar una respuesta a dicha interrogante, a continuación, 

desarrollaremos la naturaleza de la legitimidad para obrar y la representación procesal, 

así como su regulación para el caso de los sindicatos. 

 
La legitimidad para obrar y la representación procesal 

 

 

En primer lugar, sobre la legitimidad para obrar, debemos precisar que la misma, forma 

parte del conjunto de condiciones indispensables para poder accionar en un proceso, 

debiendo estar presente tanto en la parte demandante (legitimidad para obrar activa), 

como en la parte demandada (legitimidad para obrar pasiva). 

 
Así pues, existen dos (2) tipos de legitimidad dependiendo su origen. Por un lado, se 

encuentra la legitimidad para obrar ordinaria que es la que usualmente se presenta en 

los procesos y se refiere a cuando es el demandante el titular del derecho subjetivo por 

el cual busca tutela y, por otro lado, está la legitimidad extraordinaria que viene 

otorgada por la ley (Viale, Salazar, 1994, p. 37 y 38). 

 
Ahora bien, en segundo lugar, tenemos a la figura de la representación procesal, la cual 

tiene su origen en el presupuesto de la capacidad procesal, referida a la aptitud que 

tienen las personas de realizar actos jurídicos válidos (Matheus, 2001, p. 276). Por 

tanto, si bien en principio todos tendrían capacidad procesal, no obstante, existen 
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supuestos en los que los titulares del derecho material tienen determinadas condiciones 

que los hace incapaces de poder actuar en el proceso a título propio. Ante dicha 

situación, surge la figura de la representación procesal como el instituto por el cual una 

persona puede actuar en representación de una parte material que carece de capacidad 

procesal, y puede originarse de tres (3) formas: i) voluntariamente, al surgir de la 

decisión de la parte material, ii) judicialmente, al ser establecida por el Juez y iii) 

legalmente, al ser previamente establecida por la norma, como en los casos de las 

personas jurídicas o los incapaces (Monroy Galvez, 1994, p. 123). 

 
La legitimidad para obrar y la representación en el caso de los sindicatos 

 

 

Una vez establecida la diferencia entre legitimidad para obrar y representación 

procesal, es importante referirnos a la aplicación de estas figuras en el ámbito del 

derecho colectivo y, específicamente en el caso de los sindicatos. 

 
El inciso 2 del artículo 8° de la NLPT, señala que “los sindicatos pueden comparecer 

al proceso laboral en causa propia, en defensa de los derechos colectivos y en defensa 

de sus dirigentes y afiliados”. 

 
Luego, son tres (3) los supuestos en los que puede concurrir un sindicato al proceso: 

 
 

(i) En defensa de intereses propios, al ser la organización sindical la titular del 

derecho, teniendo, por tanto, legitimidad para obrar en causa propia. 

 
(ii) En defensa de los derechos colectivos, considerados como derechos indivisibles 

y de titularidad de una colectividad. 

 
(iii) En defensa de sus dirigentes y afiliados, lo cual supone la defensa de intereses 

individuales. 
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Al respecto, debe precisarse que, si bien en los dos primeros casos (defensa de intereses 

propios y defensa de intereses colectivos) nos encontramos frente a dos (2) tipos de 

legitimidad para obrar (ordinaria y extraordinaria), en el tercer caso nos encontramos 

frente a un tipo de representación procesal, pues la legitimidad para obrar aún se 

encontrará en el o los trabajadores afectados. 

 
Sobre el particular, Espinoza Escobar ha precisado que, a diferencia de los casos de 

“causa propia” y “defensa de los intereses colectivos” que son supuestos de legitimidad 

para obrar, en el caso de la “defensa de los intereses individuales”, esta legitimidad 

para obrar sigue estando en el trabajador (2010, pp. 197 y 198). En ese sentido, cuando 

el inciso 2 del artículo 8° de la NLPT hace referencia a la defensa de los intereses 

individuales de los dirigentes y afiliados, nos encontramos frente a una representación 

procesal. 

 
Ahora bien, sobre dicha representación, el inciso 3 del artículo 8° de la NLPT ha 

previsto que no es necesario un poder especial de representación, siempre que se 

cumpla con identificarlo en la demanda y que el empleador haya comunicado la 

demanda interpuesta a sus trabajadores. Así, en realidad, con dicha disposición, el 

legislador le ha atribuido al sindicato la representación de sus afiliados de forma 

concordante a lo establecido en los literales a) y c) del artículo 8° del TUO de la LRCT 

(Villavicencio Rios, 2010, p. 137). 

 
Conforme a ello, en el caso, en virtud del inciso 2 del artículo 8° de la NLPT, lo que 

buscaban los demandantes era que el sindicato actué en el proceso en representación y 

defensa de sus intereses como sus dirigentes. No obstante, al momento de concurrir al 

proceso, se presentó un problema, pues según lo establecido en el artículo 23° del TUO 

de la LRCT, es la Junta Directiva quien asume la representación legal del sindicato en 

un proceso; de este modo, los demandantes al ya no pertenecer a la misma al momento 

de interponer la demanda, carecían de poder de representación. 
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Ciertamente, dado que, a la fecha de la interposición de la demanda, ya se había elegido 

a la nueva Junta Directiva, la anterior había perdido su vigencia y poder de 

representación, deviniendo en una representación defectuosa. 

 
En ese sentido, es claro que en este caso no se trató de falta de legitimidad para obrar, 

como inicialmente lo planteó la UIGV, pues al ser intereses individuales los que 

pretendía representar el sindicato, los dirigentes siempre mantuvieron su posición de 

titulares de la relación jurídica sustantiva afectada, esto es, haber sido despedidos – 

aparentemente- de manera fraudulenta, sino que por el contrario, lo que se presentó fue 

un defecto en la representación procesal del sindicato a través de su Junta Directiva, 

pues a la fecha de interposición de la demanda, los dirigentes que fueron miembros de 

la misma ya no lo eran. 

 

1.3. ¿Fue válida la decisión del Juzgado de solucionar el problema de la representación 

defectuosa, excluyendo al Sindicato y permitiendo que los dirigentes continuaran 

el proceso a título propio? 

 
El Juzgado, tras determinar que se trataba de una representación defectuosa, tomó la 

decisión de declarar fundada en parte la demanda y excluir al sindicato del proceso, 

dejando a los tres (3) ex miembros de la Junta Directiva continuar como demandantes, 

decisión que fue ampliamente cuestionada por la demandada, pues afirmaron que no 

existía en la norma la posibilidad de declarar “fundada en parte” una excepción, 

debiendo entenderse la misma como fundada y que, por tanto, el Juzgado debió aplicar 

lo dispuesto en el inciso 2 del artículo 451° del Código Procesal Civil y suspender el 

proceso hasta que la parte demandante subsane el defecto procesal. 

 
Al respecto, debemos señalar que, si bien nos encontramos de acuerdo con la decisión 

del Juzgado, no obstante, consideramos que la fundamentación que se le otorgó a dicha 

decisión no estuvo bien desarrollada, pues dejó de lado puntos importantes de precisar, 

como las consecuencias de declarar fundada una excepción por falta de legitimidad 

para obrar, a diferencia de si se tratase de una representación defectuosa, así como la 
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importancia de la aplicación de los principios de suplencia de queja y pro actione al 

proceso, conforme lo desarrollaremos a continuación. 

 
La excepción por representación defectuosa o insuficiente y la excepción por falta 

de legitimidad 

 

Dado que tanto la legitimidad para obrar como la representación procesal son 

fundamentales para que pueda darse un proceso válido, existe una figura procesal que 

permite que en caso no se cumpliera con acreditar dichos institutos, el Juez declarará 

la suspensión del proceso o su anulación, según corresponda. Esta figura procesal es la 

excepción, una defensa de forma establecida en los incisos 3 y 6 del artículo 446° del 

Código Procesal Civil que plantea el defecto de un presupuesto procesal o una 

condición de la acción. 

 
Por un lado, la excepción de legitimidad para obrar se interpondrá cuando se quiera 

señalar que el demandante no es el titular del derecho o no es el único, así como, que 

el demandado no debería ser la contraparte o, no solo él. Y, por otro lado, la excepción 

por representación defectuosa o insuficiente se interpondrá cuando se evidencie la falta 

o incompleta representación procesal en el demandante o demandado (Monroy Galvez, 

1994, p. 125 y 126). 

 
Ahora bien, de declarase fundada la excepción de alguna de ellas, dependiendo su 

naturaleza, conforme al artículo 451° del Código Procesal Civil, las consecuencias 

serán las siguientes: 

 
- Si existe representación defectuosa o insuficiente del demandante, el proceso se 

suspenderá hasta que al demandante subsane el defecto o la insuficiencia. 

 
- Si existe una representación defectuosa o insuficiente del demandado, se anulará 

todo lo actuado y se dará por concluido el proceso. 
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- Si existe una falta de legitimidad para obrar del demandado, el proceso se 

suspenderá hasta que el demandante establezca la relación jurídica procesal. 

 
- Si existe una falta de legitimidad para obrar del demandante, se anulará todo lo 

actuado y se dará por concluido el proceso. 

 
Luego, es claro que en este caso la decisión del Juzgado fue la más adecuada para los 

fines del proceso, pues como se puede observar, al valorar las consecuencias de 

declarar fundada una excepción por representación defectuosa y una por falta de 

legitimidad para obrar, ambas son notoriamente distintas. Así, mientras en la primera 

el Juez solo tuvo que haber suspendido el proceso hasta que los demandantes subsanen, 

en la segunda, debió anular todo lo actuado y declarar la conclusión del proceso. 

 
Por tanto, al haberse acreditado que en el presente caso se trató del primero de los 

supuestos (representación defectuosa), es evidente que suspender el proceso hubiera 

significado una innecesaria y contraproducente decisión para el derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva de la parte demandante, pues se trataba de un defecto que podía 

corregirse de manera inmediata con la exclusión del Sindicato del proceso y 

permitiendo que los ex miembros de la Junta Directiva continuaran por derecho propio. 

 
Al respecto, cabe precisar que el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es el derecho 

que toda persona tiene de recurrir a los órganos de justicia en busca de tutela de sus 

intereses. Dicho derecho, como se conoce, incluye el hecho de que la persona o 

personas que recurren a la jurisdicción en busca de tutela tengan la garantía de que la 

afectación a su derecho se remedie de manera célere y efectiva, evitando dilataciones. 

 
En ese sentido, es claro que, en este caso, si el Juez suspendía el proceso para que los 

demandantes corrigieran la representación defectuosa, pese a que en la demanda ya 

habían señalado que concurrían -sobre todo- por derecho propio, dicha decisión hubiera 

resultado contraproducente para el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva de los 

demandantes, ya que los derechos que consideraban afectados y por los cuales estaban 
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recurriendo a la jurisdicción (al trabajo y la estabilidad laboral), hubieran continuado 

viéndose afectados al no poder seguir laborando. 

 
Así pues, por el contrario, la decisión de no suspender el proceso no significó una 

afectación para el derecho de la demandada, pues con dicha decisión no se estaba 

interfiriendo en la resolución sobre el fondo del conflicto dando la razón a alguna de 

las partes, así como tampoco se estaba limitando su desenvolvimiento en el proceso. 

 
Principio pro actione 

 

 

Ahora bien, adicionalmente, debe destacarse una vez más la importancia del análisis 

de esta decisión en base al principio pro actione, el mismo que previamente ya hemos 

desarrollado. 

 
Así, como se señaló, en líneas generales, este principio refiere que el Juez debe preferir 

el fondo por sobre la forma y, de ser necesario, subsanar lo que corresponda a efectos 

de continuar con el proceso. 

 
Siendo ello así, en el presente caso, es claro que el Juez, al tratarse solamente de un 

defecto procesal susceptible de subsanación y que no conllevaba algún cambio o 

afectación al fondo del caso o el petitorio de la demanda, decidió viabilizar el proceso 

corrigiendo el defecto de representación, apoyándose en lo planteado en la misma 

demanda (que los recurrentes iban en representación del sindicato y por derecho 

propio), y excluyó al sindicato del proceso, permitiendo que los tres (3) ex miembros 

de la Junta Directiva continúen accionando por derecho propio. Todo ello considerando 

más aún que, tal como se señaló previamente, con dicha decisión se garantizaba el 

derecho a tutela jurisdiccional efectiva de la parte demandante (que implicaba la 

celeridad y eficacia en el proceso), sin tener un impacto negativo o algún tipo de 

perjuicio para la parte demandada. 
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Luego, la decisión del Jugado como de la Sala de continuar con el proceso corrigiendo 

el defecto de representación, fue válida en aplicación del principio de pro actione y, 

sobre todo, del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva que, como se señaló 

previamente, implica –sin lugar a dudas- contar con una decisión célere y eficaz. 

 

1.4. ¿Era posible plantear la demanda en conjunto? 

 
Como bien se señaló en el acápite previo, tras declarar fundada en parte la excepción 

por representación defectuosa del demandante, el Juzgado decide excluir al sindicato 

del proceso y continuar el mismo solo con los tres (3) ex miembros de la Junta directiva 

como parte demandante. 

 
Ante ello, la demandada en su apelación señaló que, no existe disposición alguna en la 

NLPT que señale la posibilidad de que los trabajadores acudan de forma conjunta a 

ejercer su derecho de acción frente a un supuesto despido fraudulento. 

 
En ese sentido, debemos señalar que, aunque la Sala no analizó dicho punto en la 

sentencia de segunda instancia; no obstante, el mismo si resulta importante, pues de ser 

cierto lo afirmado por la parte demandada, se presentaría otro problema procesal. 

 
La acumulación subjetiva y objetiva en el proceso 

 

 

Conforme al artículo 83° del Código Procesal Civil que –como se sabe- es de aplicación 

supletoria a la NLPT, es posible la acumulación de pretensiones (acumulación 

objetiva) o de sujetos (acumulación subjetiva). Así, dicho artículo señala que una 

acumulación objetiva existe cuando en un proceso hay más de una (1) pretensión, 

mientras que la acumulación subjetiva existe cuando en un proceso hay más de una (1) 

persona. 

 
Sobre dichos tipos de acumulaciones, a efectos de diferenciarlas, Apolín ha señalado 

que, mientras la acumulación objetiva se produce cuando en un mismo proceso existe 
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una pluralidad de pretensiones, por otro lado, la acumulación subjetiva se produce 

cuando existe una pluralidad de sujetos en calidad de parte demandante o demandada 

(2011, p. 173). 

 
Por tanto, teniendo en cuenta ello, es claro que, en el presente caso, contrario a lo que 

señaló la demandada y aunque la Sala no se pronunció sobre ello, sí es posible que en 

un proceso puedan recurrir varias personas como parte demandante o parte demandada, 

siendo este un supuesto de acumulación subjetiva. 

 
Luego, se concluye que, en tanto sí es posible que en un proceso recurran varios 

demandantes siempre que tengan una pretensión única, estas sean conexas o la 

sentencia pueda afectarlas por igual a cada uno, lo cual sucedió en este caso, la decisión 

del Juzgado de excluir del proceso al sindicato por representación defectuosa – 

conforme a lo que se desarrolló en el acápite anterior- y continuar el mismo solo con 

los tres (3) ex miembros de la Junta Directiva como parte demandante, se encontró 

conforme a ley, siendo este un supuesto de acumulación subjetiva. 

 

2. DE FONDO 

 
2.1. ¿Las faltas graves eran imputables a los recurrentes? 

 
En la sentencia de primera instancia, el Juzgado concluye que las faltas graves 

contenidas en el artículo 25° del TUO de la LPCL no eran imputables a los 

demandantes, pues estos actuaron en nombre del sindicato y no a título propio. Así 

pues, señaló que la falta laboral careció de objetividad, pues la conducta imputada no 

se encontraba relacionada con la de estos en su condición de trabajadores, sino por 

acciones realizadas por el sindicato. 

 
En ese sentido, a efectos de determinar si lo señalado por el Juzgado tiene sustento, a 

continuación, desarrollaremos en qué consiste el ámbito individual y colectivo del 

derecho al trabajo y en este último, qué implica la libertad sindical, y si es posible 
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separar las acciones realizadas por el sindicato, de las realizadas a título individual por 

los ex miembros de la Junta Directiva. 

 
Ámbito individual y colectivo del derecho al trabajo 

 

 

Como se sabe, el derecho laboral se encuentra divido en dos ámbitos: uno individual y 

otro colectivo. Así, tomando como base el esquema de Ermida, Villavicencio & Cortés 

(2005, p. 23-32), podemos diferenciar ambos ámbitos por sus sujetos, contenido, 

conflictos y finalidad: 

 
• Sujetos: en el ámbito individual, los sujetos son el trabajador y el empleador, 

mientras que, en el ámbito colectivo son, por un lado, un grupo o la colectividad de 

trabajadores que actúan de forma conjunta y en representación de un interés 

colectivo y, por otro lado, el empleador. 

 
• Contenido: en el ámbito individual la relación contractual se encuentra revestida de 

una serie de obligaciones previamente establecidas que ambas partes deben cumplir, 

mientras que, en el ámbito colectivo, la relación está enfocada en el logro de los 

compromisos y medios encaminados a la determinación de condiciones de trabajo 

y en general, del logro de los intereses del colectivo, como las convenciones o los 

convenios colectivos de trabajo. 

 
• Conflictos: en el ámbito individual, los conflictos que se puedan presentar tienen 

como objeto el interés concreto del trabajador como persona individual, mientras 

que en el ámbito colectivo, están en juego los intereses comunes o colectivos de la 

pluralidad de trabajadores. 

 
• Por su finalidad: en el ámbito individual la finalidad es un intercambio económico 

de trabajo por salario, mientras que, en el ámbito colectivo, la finalidad es sobre 

todo la de negociar y establecer nuevas normas en beneficio de la colectividad de 

trabajadores. 
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En ese sentido, es claro que mientras el objeto del ámbito individual es la regulación 

de un interés singular, cuyo titular es el trabajador y, por tanto, su actuación será en 

tutela de sus intereses individuales, el objeto en el ámbito colectivo es la actuación 

colectiva de defensa y tutela de intereses comunes, siendo el conjunto un solo sujeto 

frente al empleador. Luego, no se puede pretender que la titularidad de las acciones que 

se den en el ámbito individual sean semejantes o equiparables al ámbito colectivo, pues 

mientras que en el primero es un sujeto el que actúa a nombre propio y en defensa de 

sus intereses individuales, en el segundo, es la colectividad de trabajadores los que 

actúan como uno solo a nombre del grupo y en defensa de intereses colectivos. 

 
Libertad sindical individual y colectiva 

 

 

Ahora bien, dentro de ambos ámbitos -colectivo e individual-, encontramos al derecho 

a la libertad sindical y sus dos vertientes: individual y colectiva. Así, en primer lugar, 

sobre la libertad sindical individual, esta se encuentra constituida principalmente por 

una arista positiva que comprende el derecho a afiliarse a organizaciones sindicales, 

así como a constituirlas y ejercer actividad sindical, y una arista negativa, comprendida 

por el derecho de los individuos a no afiliarse a organizaciones; así como a no 

constituirlas ni ejercer actividad sindical (Érmida Uriarte, 1985, p. 31). 

 
Por tanto, en ejercicio del derecho a la libertad sindical individual, los trabajadores 

están en la posibilidad de elegir si desean o no ser parte de un conjunto plural, así como 

de formarlo y participar activamente en este. 

 
Ahora bien, por otro lado, también encontramos la libertad sindical colectiva, del cual, 

conforme a lo señalado Villavicencio, es titular el sindicato como organización sindical 

y ya no el trabajador como sujeto individual, siendo el interés que se tutela de carácter 

colectivo (2010, p. 127). 
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En ese sentido, el artículo 8° del TUO de la LRCT señala las acciones que puede 

realizar el sindicato desde su ámbito colectivo, entre las cuales resalta el poder de 

representar al conjunto de los trabajadores comprendidos dentro de su ámbito en los 

conflictos y controversias de naturaleza colectiva, siendo claro que en general es el 

sindicato quién actúa en representación de sus miembros. 

 
Ahora bien, conviene destacar que, esta actuación de representación y defensa, se 

encuentra a cargo de su Junta Directiva, conforme lo establece el artículo 23° del TUO 

de la LRCT. Por tanto, es claro que, en este caso la Junta Directiva de la cual, en el 

momento en que se suscitaron los hechos, formaban parte los tres (3) demandantes, se 

encontraba actuando en representación del sindicato y no a título propio. 

 
Ciertamente, la totalidad de las cartas que se enviaron al rector y a la Gerencia General 

fueron a nombre del sindicato quien estuvo representado por su Junta Directiva. Dichas 

cartas –según lo indicado en ellas - tuvieron como objetivo y fueron incentivadas por 

un interés colectivo de protección y garantía de la estabilidad laboral de los miembros 

del sindicato. 

 
Luego, en el caso en particular, consideramos que la decisión del Juzgado respecto a 

determinar que el acto de enviar cartas a la institución que realizó el Sindicato 

representado por su Junta Directiva y sus repuestas, no se hicieron a título propio y, 

por tanto, no eran imputables a los demandantes, fue la correcta. 

 

 
2.2. ¿Se configuraron las faltas graves contenidas en los incisos a) y f) del artículo 25° 

del TUO de la LPCL? 

 
Ahora bien, aunque el Juzgado se limitó a señalar que en tanto las cartas fueron 

enviadas por el sindicato y no a título propio, las faltas no eran imputables a los ex 

miembros de la Junta Directiva y por tanto el despido no fue válido: no obstante, tras 

la apelación, la Sala se enfocó en determinar si es que las supuestas faltas imputadas se 

configuraron, concluyendo que no, decisión que analizaremos a continuación. 
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El incumplimiento de las obligaciones de trabajo, la injuria y el faltamiento grave 

de palabra como faltas graves y causales de despido válido 

 

En un comienzo debemos precisar que, si bien el empleador tiene una facultad 

sancionadora otorgada a partir de lo señalado en el artículo 9° del TUO de la LPCL, 

dicha facultad tiene límites, debiéndose determinar de manera previa la configuración 

de alguna falta y de manera posterior, la razonabilidad y proporcionalidad de la sanción 

que deberá depender del caso en particular; así como la inmediatez de su imputación. 

 
En ese sentido, debe señalarse que, entre las diversas medidas que existen en el 

ordenamiento laboral para sancionar al trabajador -que serán aplicadas según su 

gravedad- se encuentra el despido, la sanción más drástica y, por tanto, con causales 

expresamente indicadas en la norma, siendo una de estas la falta grave. 

 
Respecto a la falta grave, Toyama Miyagusuku, ha señalado que esta se entiende “como 

la infracción por parte del empleado de los deberes esenciales que emanan del contrato 

de tal índole, que vuelven irrazonable la subsistencia de la relación laboral (…). [Así], 

(…) se puede convenir que un despido válido procede cuando existe un incumplimiento 

contractual caracterizado por su especial intensidad («grave») e imputabilidad 

(«culpable») (…)” (2009, p. 136 y 137). Por tanto, solo nos encontraremos con un 

despido válido por falta grave cuando se haya acreditado alguna conducta contraria a 

las obligaciones que emanan del contrato de trabajo que reviste especial gravedad y 

que esta es de culpabilidad del trabajador a quien se le imputa. 

 
Ahora bien, en el presente caso, las faltas graves imputadas a los ex miembros de la 

Junta Directiva fueron las contenidas en los incisos a) y f) del artículo 25° del TUO de 

la LPCL. Así, por un lado, respecto a la falta contenida en el inciso a), referida al 

incumplimiento de las obligaciones de trabajo que supone el quebrantamiento de la 

buena fe laboral, la reiterada resistencia a las órdenes relacionadas con las labores y a 
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la inobservancia del Reglamento Interno, siguiendo a Toyama Miyagusuku, esta falta 

implica, por un lado, el incumplimiento de las obligaciones que se derivan del contrato 

de trabajo que, además, debe corroborarse su gravedad y la culpabilidad por parte del 

trabajador; y, por otro lado, la resistencia del trabajador a cumplir órdenes, la cual parte 

del poder de dirección que ejerce el empleador, exigiendo a sus trabajadores obediencia 

ante las órdenes impartidas, por lo que en caso el trabajador incumpliera de manera 

reiterada, es posible proceder al despido (2009, p. 138 y 139). 

 
Por otro lado, respecto a la falta contenida en el inciso f), referida al faltamiento grave 

de palabra e injuria en agravio del empleador y el personal jerárquico, Toyama 

Miyagusuku, ha indicado que la valoración del faltamiento de palabra y la injuria (sean 

verbales o escritas), deberá realizarse objetivamente. Así, señala que debe acreditarse 

que la expresión del trabajador fue sin lugar a dudas ofensiva -no ambigua-, y con 

intención de ofender (2009, p. 146 y 147). Luego, en caso no sea posible evidenciar la 

intención y menos aún la gravedad o lo ofensivo de la expresión, no podrá acreditarse 

la existencia de la falta. 

 
Ahora bien, teniendo en claro en qué consisten las faltas imputadas a los demandantes 

por la UIGV su despido, determinaremos a continuación si es que dichas faltas fueron 

o no acreditadas. 

 
En primer lugar, debemos señalar que respecto a la falta contenida en el inciso a) del 

artículo 25° del TUO de la LCPL, referida al incumplimiento de las obligaciones de 

trabajo que supone el quebrantamiento de la buena fe laboral y reiterada resistencia a 

las órdenes de su empleador, si bien es cierto que, los demandantes, en representación 

del sindicato, se negaron a exhibir la Resolución N° 0036-2013-CU-RUIGV; no 

obstante, debe tenerse en consideración lo siguiente: 

 
Por un lado, no puede perderse de vista que la falta imputada supone el incumplimiento 

de las obligaciones contenidas en el contrato de trabajo, es decir que deben estar 

directamente relacionadas a las funciones y obligaciones que tienen los trabajadores 
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individualmente considerados y no a actos que forman -en estricto- parte del ejercicio 

de derechos que corresponden a la esfera colectiva. Teniendo ello en cuenta, la orden 

de la UIGV no se encontraba relacionada directamente con las obligaciones 

contractuales y de trabajo que tenían los demandantes como trabajadores individuales, 

por lo que, con su negación (que en realidad fue la negación del sindicato), estos no 

incurrieron en algún incumplimiento de sus obligaciones de trabajo ni de resistencia a 

las órdenes de su empleador. 

 
Ciertamente, si bien es cierto que en el Reglamento Interno de Trabajo puede 

establecerse como sanción la resistencia o desobediencia a las órdenes del empleador; 

no obstante, ello no puede entenderse como una cláusula total que implique obedecer 

al empleador en todo lo que ordene. Lo anterior es más importante de considerar en el 

caso de las relaciones con el sindicato, pues si bien sus miembros no dejan de ser 

trabajadores y, por tanto, encontrarse bajo subordinación y órdenes de su empleador; 

no obstante, en el ámbito colectivo, ello no puede ser aplicado del mismo modo, pues 

nos encontramos en un ámbito que tiene como fundamento y contenido, la mejora y 

defensa de los derechos y condiciones de carácter colectivo del trabajador frente a su 

empleador. 

 
Luego, en este caso, es claro que las órdenes impartidas por la institución, al no haber 

estado relacionadas con algún deber que se desprenda del contrato de trabajo y su 

objeto, no tenían carácter obligatorio para los demandantes y, por tanto, los mismos no 

incurrieron en la falta prevista en el inciso a) del artículo 25° del TUO de la LPCL. 

 
Por otro lado, respecto a la falta contenida en el inciso f) del artículo 25° del TUO de 

la LPCL, referida a la grave indisciplina, injuria y faltamiento de palabra escrita en 

agravio del empleador, al requerir reiteradamente explicaciones sobre documentos 

inexistentes, y haciendo alusión a supuestas denuncias -como se señaló previamente-, 

para su configuración es necesario que el trabajador o trabajadores hayan expresado 

palabras o comportamientos claramente ofensivos y con ánimo de injuriar a su 

empleador. Así, en el presente caso, al observar el contenido de las cartas remitidas por 
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los demandantes (en representación del sindicato), a la secretaria general de la UIGV 

y/o al rector, no se advierte algún tipo de palabra, expresión o insinuación ofensiva o 

con ánimo de injuriar. 

 
Por el contrario, los demandantes (en representación del sindicato) todo el tiempo se 

dirigen de manera respetuosa, señalando que lo solicitado se basa únicamente en los 

documentos recibidos y la información que es publica y circula por los medios de 

comunicación, sin afirmar o imputar algún tipo de calificación o hecho a la secretaría 

general y/o al rector. Luego, es claro que en este caso tampoco se configuró la falta 

prevista en el inciso f) del artículo 25° del TUO de la LPCL. 

 

2.3. ¿Se configuró un despido fraudulento? 

 
Los orígenes del despido fraudulento se remontan a la sentencia del Tribunal 

Constitucional de fecha 11 de julio del 2002, recaída en el Expediente N° 1124-2001- 

AA/TC, en el que por primera vez el supremo intérprete de la Constitución ordena la 

reposición, declarando, además, inconstitucional el segundo párrafo del artículo 34° 

del TUO de la LPCL, al considerar que afectaba el contenido esencial del derecho al 

trabajo. Sentencia que, posteriormente, fue aclarada, señalando que los 

cuestionamientos de la supuesta inconstitucionalidad de dicho párrafo se limitan a los 

casos de despido incausado exclusivamente. 

 
Posteriormente, y a partir de estos pronunciamientos, mediante sentencia de fecha 13 

de marzo del año 2003, recaída en el Expediente N° 00976-2001-AA/TC, el Tribunal 

Constitucional amplía los supuestos de despidos en los que sería posible reclamar la 

reposición, y señala que es procedente la impugnación de un despido mediante la vía 

del amparo en los casos de despido nulo, despido fraudulento y despido incausado, toda 

vez que los mismos conllevarían una vulneración de derechos constitucionales. 

 
Conforme a ello, respecto al despido fraudulento, señaló que el mismo consiste en lo 

siguiente: 
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“Se despide al trabajador con ánimo perverso y auspiciado por el engaño, por 

ende de manera contraria a la verdad y rectitud de las relaciones laborales; 

aun cuando se cumple con la imputación de una causal y los cánones 

procedimentales, como sucede cuando se imputa al trabajador hechos 

notoriamente inexistentes, falsos o imaginarios o, asimismo, se le atribuye una 

falta no prevista legalmente, vulnerando el principio de tipicidad (…); o se 

produce la extinción de la relación laboral con vicio de voluntad (...) o 

mediante la “fabricación de pruebas”. 

 
En ese sentido, el despido fraudulento se produce cuando se despide al trabajador con 

ánimo perverso y auspiciado por el engaño, siendo sus modalidades las siguientes: 

 
i) Cuando se le imputa al trabajador hechos notoriamente inexistentes, falsos o 

imaginarios; 

ii) Cuando se le atribuye una falta no prevista legalmente, vulnerando el principio de 

tipicidad; 

iii) Cuando se produce la extinción de la relación laboral con vicio de voluntad; y 

iv) Mediante la fabricación de pruebas. 

 
 

A efectos de definir en qué consisten cada uno de estos supuestos o cómo la 

jurisprudencia los ha interpretado, a continuación, nos referiremos a diversas 

sentencias emitidas tanto por el Tribunal Constitucional, como por la Corte Suprema, 

en las cuales las autoridades se han pronunciado al respecto. 

 
i) Cuando se imputa al trabajador hechos notoriamente inexistentes, falsos o 

imaginarios: al respecto, la Segunda Sala de Derecho Constitucional y Social 

Transitoria de la Corte Suprema mediante Resolución de fecha 13 de octubre del 

año 2021, recaída en la Casación N° 13969-2019 LIMA SUR, ha señalado que, 

esta modalidad se configura cuando sea posible advertir de manera clara que los 
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hechos imputados que configuraron la falta no han existido, o no corresponden a 

la realidad por ser falsos o imaginarios. 

 
ii) Cuando se atribuye una falta no prevista legalmente, vulnerando el principio 

de tipicidad: en este supuesto se imputa al trabajador una falta que no se ha 

previsto como tal en la norma, por lo que, al no coincidir el tipo infractor con los 

hechos de la realidad, se vulnera el principio de tipicidad. 

 
Así, por ejemplo, mediante sentencia de fecha 3 de mayo del año 2012, recaída en 

el Expediente N° 00047-2012-PA/TC, el Tribunal Constitucional a efectos de 

determinar si existió o no un despido fraudulento por haber atribuido una falta no 

prevista legalmente, analiza si es que, los hechos imputados al trabajador se 

circunscriben o no a la falta grave prevista en el inciso a) del artículo 25° del TUO 

de la LPCL, el artículo 46° del Reglamento Interno de Trabajo y el artículo 35° 

del Reglamento Interno de Seguridad y Salud en el Trabajo que se le imputó, 

determinando que los hechos sí se circunscribieron a la falta prevista en la norma. 

 
En el mismo sentido el Tribunal Constitucional, mediante sentencia de fecha 21 

de enero del año 1999, recaída en el Expediente N° 1112-98-AA/TC, señaló que, 

en tanto en la Carta de pre - aviso se le imputó como falta la “disminución de la 

productividad”, cuando la norma prevé en el inciso b) del artículo 25° del TUO de 

la LPCL, la falta como “la disminución deliberada y reiterada”, la falta grave 

imputada no se circunscribía a la prevista en ley. 

 
iii) Cuando se produce la extinción de la relación laboral con vicio de voluntad: 

al respecto, la Segunda Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria de la 

Corte Suprema mediante Resolución de fecha 13 de octubre del año 2021, recaída 

en la Casación N° 13969-2019 LIMA SUR, señaló que, este supuesto se produce 

cuando en la extinción de la relación laboral, media dolo, amenaza, coacción o 

intimidación. 
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Así, un ejemplo lo encontramos en la sentencia de fecha 10 de abril del 2014, 

recaída en el Expediente N° 02844-2013-PC/TC, en la cual el Tribunal 

Constitucional señaló que, existió despido fraudulento por vicio de voluntad, en 

tanto la trabajadora habría sido obligada a renunciar tras haber sido amenazada con 

hechos que vulneran su derecho a intimidad. 

 
En el mismo sentido, mediante sentencia de fecha 10 de julio del 2002, recaída en 

el Expediente N° 628-2001-AA/TC, el Tribunal Constitucional señaló que, existió 

un vicio de voluntad en tanto la trabajadora fue obligada a renunciar firmando 

documentos con los que nunca estuvo de acuerdo. 

 
iv) Mediante la fabricación de prueba: sobre este supuesto, la Segunda Sala de 

Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema mediante 

Resolución de fecha 13 de octubre del año 2021, recaída en la Casación N° 13969- 

2019 LIMA SUR, ha señalado que, el mismo se produce cuando “las pruebas que 

sustenta a la imputación de la falta grave sean falsas o adulteradas”. 

 
De esta forma, por ejemplo, en la sentencia de fecha 18 de agosto del 2004, recaída 

en el Expediente N° 1058-2004-AA/TC, el Tribunal Constitucional señaló que, se 

configuró un despido fraudulento en tanto el empleador utilizó pruebas ilícitas para 

despedir al trabajador. 

 
Ahora bien, a partir de las definiciones brindadas por la jurisprudencia, a continuación, 

analizaremos si en este caso se configuró o no un despido fraudulento por alguna de 

los supuestos señalados previamente. Para ello, es importante tener en consideración 

que, en este caso fueron dos (2) faltas las imputadas a los ex miembros de la Junta 

Directiva del sindicato: 

 
i) El incumplimiento de las obligaciones de trabajo que supone el quebrantamiento 

de la mala fe y reiterada resistencia a las órdenes relacionadas con las labores, al 
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no haber remitido a la UIGV la resolución objeto de controversia, pese a las 

reiteras solicitudes; y, 

 
ii) La injuria y faltamiento grave de palabra hacia el rector y la secretaría general de 

la UIGV, por las expresiones utilizadas en las cartas remitidas por los ex miembros 

de la Junta Directiva del sindicato en representación de este. 

 
En ese sentido, en un primer momento debemos descartar, tanto para el caso de la 

primera falta, como para la segunda, la configuración del tercer y cuarto supuesto de 

despido fraudulento referidos a la extinción de la relación laboral con vicio de voluntad 

y la extinción por fabricación de pruebas, al no haber existido algún tipo de amenaza o 

intimidación hacia los demandantes que derivara a la extinción de la relación laboral; 

así como algún tipo de adulteración de pruebas por parte de la institución. 

 
Ahora bien, en un segundo momento, respecto al primer supuesto de despido 

fraudulento referido a la imputación de hechos notoriamente falsos o inexistentes y al 

segundo supuesto de despido fraudulento referido a la imputación de faltas no previstas 

en la ley, respectivamente, su análisis de se debe realizar individualmente, de acuerdo 

a lo siguiente. 

 
Por un lado, si bien la primera falta referida al incumplimiento de las obligaciones de 

trabajo y reiterada resistencia a las órdenes relacionadas con las labores, al no haber 

remitido a la UIGV la resolución objeto de controversia, no encajaría en el primer 

supuesto de despido fraudulento, pues los hechos que la habrían configurado sí habrían 

existido, en tanto las cartas remitidas por el sindicato al rector y la secretaria general 

de la UIGV fueron reales, así como la negativa del sindicato a remitir la resolución 

solicitada; no obstante, esta falta sí encajaría en el segundo supuesto de despido 

fraudulento, pues los hechos que configuraron la misma no se circunscribían a lo 

previsto en el inciso a) del artículo 25° del TUO de la LPCL, faltando al principio de 

tipicidad. 
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Ciertamente, conforme a lo dispuesto en la sentencia de fecha 11 de octubre del 2004, 

recaída en el Expediente N° 2192-2004-AA/TC, el principio de tipicidad se define 

como aquel que constituye la exacta definición de la acción que se considerar contraria 

a ley (falta) y que la norma ha definido como tal. 

 
Luego, dicho principio exige que la norma describa de manera clara y precisa la 

conducta sancionable a efectos de que cualquier ciudadano pueda comprender su 

contenido y evite conductas que se circunscriba a la norma. Por tanto, en aplicación de 

dicho principio, de acuerdo a lo señalado por Nieto García, se requiere que la conducta 

que se busca sancionar sea la que corresponde objetivamente a la precisado en la 

norma, por lo que, de no existir tal correspondencia, se producirá una falta de 

tipificación (2002, p. 294 y 295). 

 
Conforme a ello, como se mencionó previamente, para la configuración de la falta 

prevista en el artículo 25° del TUO de la LPCL, se requiere que el incumplimiento sea 

de obligaciones y órdenes de trabajo, y no de actuaciones en el ámbito colectivo por 

parte de sindicatos que no constituye algún tipo de perjuicio a su desempeño como 

trabajadores de la institución, debiendo precisarse además, que no fue una actuación 

individual de cada trabajador, sino una actuación de carácter colectivo al haber estado 

los demandantes actuando en representación del sindicato. 

 
Así, en tanto no se ha configurado el supuesto de hecho señalado en la norma, sino uno 

que no se encuentra previsto, se ha imputado una falta no prevista en la norma, 

vulnerando el principio de tipicidad y configurándose con ello, un despido fraudulento. 

 
Por otro lado, respecto a la segunda falta imputada referida a la injuria y faltamiento 

grave de palabra hacia el rector y la secretaría general de la UIGV, si bien esta no 

encajaría en el segundo supuesto de despido fraudulento; no obstante sí encajaría en el 

primer supuesto de despido fraudulento referido a la imputación de hechos 

notoriamente falsos o inexistentes, pues de acuerdo a lo desarrollado previamente en el 

análisis de la comisión o no de las faltas imputadas, se ha acreditado que no existió 
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injuria por parte de los ex miembros de la Junta Directiva del sindicato a través de las 

cartas remitidas, ya que nunca atribuyeron al rector o a la secretaría general alguna 

responsabilidad por hechos ilícitos, limitándose a requerir explicaciones sobre rumores 

que ya eran conocidos a través de medios de comunicación; así como tampoco existió 

faltamiento grave de palabra, pues siempre se dirigieron con respeto y en términos 

formales. 

 
Luego, consideramos que en este caso sí existió un despido fraudulento, pero por dos 

(2) supuestos distintos: 

 
 

i) Por haberse imputado una falta no prevista en la ley contraviniendo el principio 

de tipicidad, al señalar que los demandantes incurrieron en un incumplimiento 

de obligaciones y una reiterada negativa a las órdenes, lo cual no corresponde 

a lo tipificado como falta en el artículo 25° del TUO de la LPCL, pues las 

cartas remitidas y la negativa a remitir la resolución solicitada por la institución 

fueron hechos realizados en el ámbito colectivo y en representación del 

sindicato, y no de forma individual; y 

 
ii) Por haberse imputado hechos falsos e inexistentes al señalar que los 

demandantes incurrieron en injuria y faltamiento grave de palabra, cuando en 

las cartas remitidas no se advierte ello. 

 

2.4. ¿Se configuró un despido nulo? 

 
El artículo 29° del TUO de la LPCL establece de manera adicional al despido 

arbitrario, el despido nulo, el cual, a diferencia del despido incausado o fraudulento – 

sub tipos del despido arbitrario-, tiene como consecuencia la reposición establecida de 

manera expresa en la norma. 

 
Efectivamente, en el artículo en mención, se recogen supuestos específicos que se 

sancionan con la nulidad del acto de despido y, por ende, habilitan al trabajador a 
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solicitar su reposición en su puesto de trabajo y al pago de sus remuneraciones 

devengadas. Al respecto, el Tribunal Constitucional ha señalado que la justificación de 

dicha regulación es “consecuencia de la necesidad de proteger, entre otros, derechos 

tales como los previstos en el inciso 2 del artículo 2°, inciso 1 del artículo 26° y el 

inciso 1 del artículo 28° de la Constitución”. 

 
Ahora bien, dicho lo anterior, debemos precisar cuáles son los supuestos establecidos 

de manera taxativa por la norma que originan un despido nulo como se detalla a 

continuación: 

 
i) La afiliación a un sindicato o la participación en actividades sindicales; 

 
 

ii) Ser candidato a representante de los trabajadores o actuar o haber actuado en esa 

calidad; 

 
iii) Presentar una queja o participar en un proceso contra el empleador antes las 

autoridades competentes, salvo que configure la falta grave contemplada en el 

inciso f) del artículo 25°; y 

 
iv) La discriminación por razón de sexo, raza, religión, opinión, idioma, discapacidad, 

VIH/SIDA o de cualquier otra índole. 

 
En ese sentido, para lo que nos compete en el presente trabajo, solo nos referiremos al 

primero y segundo de los supuestos de despido nulo que se encuentran directamente 

vinculados a la libertad sindical. 

 
Respecto al primer supuesto referido a la afiliación a un sindicato o participación en 

actividades sindicales, con este se busca proteger al trabajador frente a la vulneración 

a su derecho a la libertad sindical consagrado en el artículo 28° de la Constitución, en 

sus dos ámbitos: individual y colectivo, referidos a la posibilidad o no de afiliarse a un 

sindicato y de participar en las actividades sindicales de manera colectiva. 
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Al respecto, la Corte Suprema se ha pronunciado en la sentencia, de fecha 8 de abril 

del año 2016, recaída en la Casación Laboral N° 12816-2015, en la que precisó que 

cuando se alegue esta causal, el demandante deberá acreditar a partir de presunciones 

plenas que el despido fue producto de la condición de afiliado sindical o de la 

participación en actividades sindicales. 

 
Luego, el elemento más importante que debe acreditarse en estos casos para determinar 

que se trató de un despido nulo, es que exista una relación de causa y efecto entre la 

afiliación a un sindicato o la participación en actividades sindicales y el despido, 

debiendo el trabajador acreditar que el primero fue el motivo por el cual se le despidió. 

 
Por otro lado, respecto al supuesto de ser candidato o representante de los trabajadores 

o haber actuado en esa calidad, se ha señalado que esta causal, al igual que la anterior 

(afiliación a un sindicato o participación de actividades sindicales), también encuentra 

su fundamento en la protección de derecho a la libertad sindical, pero a diferencia de 

esta, en este caso la condición es de representante y, por tanto, no es requisito la 

constitución de un sindicato de manera previa, pudiendo solamente ser un representante 

de trabajadores (Toyama y Neyra,  2016, p. 237). 

 
Luego, se acreditará la existencia de despido nulo por este supuesto cuando sea posible 

demostrar que el despido afectó el derecho de libertad sindical, pero enfocado 

exclusivamente en el hecho de haber sido representante o candidato a representante del 

sindicato y actuado como tal frente al empleador; es decir, debe demostrarse que la 

persona o personas despedidas gozaron de dicha calificación. 

 
Ahora bien, en este orden de ideas, debemos señalar que, para lo que compete al 

presente caso, los dirigentes sindicales o miembros de la junta directiva de un sindicato, 

ostentan la calificación de ser “representantes” de los trabajadores que incluye un 

sindicato. Luego, es importante referirnos al “fuero sindical” del que gozan dichos 

dirigentes. 
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En el plano internacional, el fuero sindical ha sido establecido en el Convenio 135 sobre 

los representantes de los trabajadores de la Organización Internacional del Trabajo, 

Convenio que, si bien no ha sido ratificado por el Perú, igualmente constituye un 

instrumento normativo de suma importancia. Así, en el artículo 1° de dicha norma 

internacional se ha señalado que los representantes de los trabajadores gozarán de 

protección contra cualquier conducta que pudiera afectarlos, siempre que se acredite 

un comportamiento de acuerdo a ley por parte de dichos representantes. 

 
De igual forma, en la normativa nacional, el fuero sindical ha sido regulado en el 

artículo 30° del TUO de la LRCT como una institución que “garantiza a determinados 

trabajadores no ser despedidos ni trasladados a otros establecimientos de la misma 

empresa, sin justa causa debidamente demostrada o sin su aceptación”. Asimismo, 

según lo establecido en el artículo 31° de la norma en mención, los trabajadores 

amparados por este fuero son, entre otros, los miembros de la junta directiva de los 

sindicatos, federaciones y confederaciones; así como los delegados de las secciones 

sindicales. 

 
Luego, el fuero sindical constituye una especial protección a los representantes de los 

trabajadores que incluye a los miembros de la Junta Directiva de los sindicatos, dada 

la categoría que ocupan en la organización sindical al asumir la defensa de los intereses 

comunes del colectivo y encontrarse en situaciones de enfrentamiento con su 

empleador (Otero, 2006, p.207). Así, por esta institución, solo es posible despedir a un 

miembro de la Junta Directiva siempre que la causa no se encuentre vinculada a su 

posición como tal y sea debidamente acreditada. 

 
Ahora bien, teniendo en cuenta lo previo, en el caso que nos compete, los demandantes 

al haber sido miembros de la Junta Directiva del sindicato y, por tanto, actuar como 

representantes de trabajadores, gozaban de la protección del fuero sindical; no obstante, 

igualmente fueron despedidos sin mediar causa justa y por razón de sus actuaciones 
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como representantes del sindicato, lo cual, también pudo haber dado lugar a interponer 

una demanda por despido nulo. 

 
Sin embargo, al respecto, deben tener en cuenta que, en un despido nulo, la carga 

probatoria para los demandantes es alta, conforme a lo establecido en el artículo 37° 

del TUO de la LPCL, el cual señala que el despido no se presume, sino que el que lo 

alega debe probarlos, y el artículo 23° de la NLPT, el cual señala que la carga 

probatoria es para quien afirma los hechos que configuran su pretensión, siendo en los 

casos de nulidad de despido, el trabajador quien tiene la carga de probarlo. 

 
En ese sentido, a partir del análisis de los hechos, se observa que dicha carga probatoria 

no hubiera podido cumplirse de manera efectiva por parte de los demandantes. En 

efecto, por un lado, si bien se advierte de los hechos que existió un pliego de reclamos 

pendiente, este finalmente fue resuelto antes del despido de los ex miembros de la Junta 

Directiva del sindicato, desacreditando una supuesta mala fe o negativa a negociar por 

parte de la institución y, por otro lado, con el despido de los ex miembros de la Junta 

Directiva del sindicato, si bien se dejó al mismo sin representantes por cierto tiempo, 

finalmente no demoró más dos (2) semanas y media que el sindicato de la UIGV 

tuviera una nueva Junta Directiva, desacreditándose con esto algún acto de mala fe por 

parte empleador que acredite un despido antisindical y nulo. 

 
Por lo expuesto, es claro que la mejor opción que tomaron los demandantes en este 

caso fue demandar el despido fraudulento, en tanto una demanda por despido nulo 

hubiera significado una gran carga probatoria para los demandantes que, como ya se 

ha acreditado, no hubieran podido cumplir, derivando a un resultado desfavorable. 
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V. CONCLUSIONES 
 

1. Los Plenos Jurisdiccionales en materia Laboral y Previsional de los años 2012, 2014 y 

2015, han establecido que, en la vía procesal abreviada solo es posible demandar la 

reposición por despido fraudulento como pretensión única, no estando permitido 

acumular simultáneamente el pago de las remuneraciones devengadas. Pese a ello, en 

el caso se ha demostrado que, si bien en primer término el Juzgado y Sala, debieron 

aplicar en estricto el criterio jurisdiccional de la Corte Suprema, declarando 

improcedente la demanda; no obstante, consideramos que la decisión de continuar con 

el proceso considerando como pretensión única la reposición y omitiendo pronunciarse 

por la pretensión del pago de remuneraciones, fue válida a partir de la aplicación de los 

principios pro actione y de suplencia de queja, así como del derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva. 

 
2. Si bien en un principio la UIGV interpuso una excepción por falta de legitimidad para 

obrar del sindicato, en tanto al momento de la interposición de la demanda los tres (3) 

ex miembros de la Junta Directiva del sindicato ya no formaban parte del mismo - 

incluso ya existía una nueva Junta Directiva-; no obstante, se ha acreditado que, no se 

trató de falta de legitimidad para obrar, sino de una representación defectuosa pues, el 

defecto no era que los ex miembros de la Junta Directiva no fueran titulares de la 

situación jurídica afectada, sino que, a la fecha de interposición de la demanda, estos 

ya no eran miembros de la Junta Directiva del sindicato y, por tanto, ya no tenían poder 

de representación procesal. 

 
3. La decisión del Juzgado de no declarar inadmisible la demanda por representación 

defectuosa en la parte demandante y subsanar el defecto excluyendo al sindicato del 

proceso y permitiendo que los demandantes continúen en conjunto fue válida teniendo 

en cuenta el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y el principio pro actione, pues 

si el Juez aplicaba exclusivamente lo dispuesto en la norma y suspendía el proceso para 

que los demandantes corrigieran la representación defectuosa, ello hubiera resultado 
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contraproducente para el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva de los demandantes, 

pues los derechos que consideraban afectados y por los cuales estaban recurriendo a la 

jurisdicción (al trabajo y la estabilidad laboral), iban a continuar viéndose afectados. 

Así pues, por el contrario, la decisión de no suspender el proceso no significó una 

afectación para el derecho de la parte demandada, al no suponer una interferencia en la 

resolución sobre el fondo del conflicto dando la razón a alguna de las partes, así como 

tampoco se estaba limitando el desenvolvimiento de la parte demandada en el proceso. 

 
4. Si bien la parte demandante planteó en su apelación contra la sentencia de primera 

instancia que no era posible la demanda en conjunto por parte de los tres (3) ex 

miembros de la Junta Directiva del sindicato, se ha acreditado que tanto normativa 

como doctrinalmente ello es posible, siendo este un supuesto de acumulación subjetiva. 

 
5. La Junta Directiva del sindicato de la cual formaban parte los tres (3) demandantes, se 

encontraba actuando en representación del sindicato y no a título propio, por tanto, la 

decisión del Juzgado respecto a determinar que el acto de enviar cartas a la UIGV no 

se hizo a título propio, sino colectivo y, por tanto, no era imputable a los tres (3) 

demandante, fue la correcta. 

 
6. No se configuraron las faltas previstas en los incisos a) y f) del artículo 25° del TUO 

de la LPCL que se imputaron como causales de despido a los tres (3) ex miembros de 

la Junta Directiva del sindicato, en tanto, por un lado, las órdenes impartidas por la 

UIGV, al no haber estado relacionadas con algún deber del contrato de trabajo y su 

objeto, no tenían carácter obligatorio para demandantes, quienes estaban actuando en 

defensa de intereses colectivos y en representación del sindicato, por otro lado, en las 

cartas remitidas a la UIGV, se advierte que, los demandantes, en representación del 

sindicato, todo el tiempo se dirigen de manera respetuosa, especificando que lo 

solicitado se basa únicamente en los documentos recibidos y la información que es 

publica y circula por los medios de comunicación, sin afirmar o imputar algún tipo de 

calificación o hecho a la secretaría general o al rector que configure algún faltamiento 

grave de palabra o injuria. 



55  

7. Respecto a la configuración o no del despido fraudulento, consideramos que en este 

caso sí existió, pero por dos (2) supuestos distintos: i) por haberse imputado una falta 

no prevista en la ley contraviniendo el principio de tipicidad, al señalar que los 

demandantes incurrieron en un incumplimiento de obligaciones y una reiterada 

negativa a las órdenes, lo cual no corresponde a lo tipificado como falta en el artículo 

25° del TUO de la LPCL, pues las cartas remitidas y la negativa a remitir la resolución 

solicitada por la UIGV, fueron hechos realizados en el ámbito colectivo y en 

representación del sindicato, mas no de manera individual; y, ii) por haberse imputado 

hechos falsos e inexistentes, al señalar que los demandantes incurrieron en injuria y 

faltamiento grave de palabra, cuando ya se ha comprobado que de las cartas remitidas 

no se advierte ello. 

 
8. Si bien era posible plantear una demanda por despido nulo, al haber tenido como causal, 

la actuación de los demandantes en calidad de representantes del sindicato; no obstante, 

por la gran carga probatoria que hubiera representado para los demandantes, es claro 

que la mejor opción fue demandar el despido fraudulento. 
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